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León, Guanajuato; a 30 treinta de noviembre del año 2009 dos mil nueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 
V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 220/2009-JN, promovido por el ciudadano José Amalio Martín Hurtado González, el que se ostenta con el carácter de apoderado legal para pleitos y cobranzas de la persona moral denominada “Carteleras y Neón, Espectaculares”, Sociedad Anónima de Capital Variable, y. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en el apoderado de la parte actora se ostentó sabedor de los actos impugnados; toda vez que refiere que tuvo conocimiento de tales actos, el 13 trece de agosto del año 2009, dos mil nueve; sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se demuestre lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en la orden de inspección número 026/2009 (cero-dos-seis diagonal dos-cero-cero-nueve), de fecha 15 quince de julio; el citatorio de fecha 3 tres de agosto; y, el acta de inspección del día 4 cuatro de agosto, todos del año 2009, dos mil nueve; se encuentra acreditada en autos, con el original de la orden de inspección y con las copias al carbón tanto del citatorio, como del acta de inspección impugnados (visibles en autos, en copia certificada, a fojas 16 dieciséis, 18 dieciocho y 19 diecinueve a la 21 veintiuno); que acompañó la parte actora a su escrito de demanda y fueron admitidos como prueba de su parte, así también con la copia de los mismos documentos que, certificada por el Secretario del Ayuntamiento, son aportados por el Director General de Urbanismo demandado; documentales a las que se les otorga pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores públicos en ejercicio de sus funciones; concatenado al reconocimiento que de su emisión formulan las autoridades demandadas; lo que constituye  una confesión expresa, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 57 y 119 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . 

CUARTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano José Amalio Martín Hurtado González, se encuentra debidamente acreditada, mediante la documental consistente en el sexagésimo segundo testimonio de la Escritura Pública número 44,074 cuarenta y cuatro mil setenta y cuatro, expedida con fecha 7 siete de enero del año 2009, dos mil nueve, (mismo que obra en el secreto del juzgado y que es palpable en autos, en copia certificada, a fojas 29 veintinueve a la 43 cuarenta y tres); por el Licenciado Erick Salvador Pulliam Aburto, titular de la Notaría Pública número 196 ciento noventa y seis, en legal ejercicio en la Ciudad de México, Distrito Federal; Escritura en la cual se hizo constar que el ciudadano Juan Jesús Gavito Mohar, en su carácter de apoderado y Presidente del Consejo de Administración de la sociedad mercantil denominada “Carteleras y Neón Espectaculares”, Sociedad Anónima de Capital Variable; otorgó poder general para pleitos y cobranzas, entre otros, a favor del ciudadano José Amalio Martín Hurtado González, con todas las facultades, generales y especiales que requieran poder y cláusula especial, conforme a la ley, con la sola excepción de la facultad de hacer cesión de bienes, según se aprecia en la cláusula primera de dicha escritura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sexagésimo segundo Testimonio que constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que comparece el ciudadano José Amalio Martín Hurtado González, en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . .   


QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . 

De lo expuesto por la parte actora en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causas administrativa, se desprende que con fecha 15 quince de julio del 2009, dos mil nueve, se ordenó por el Arquitecto Luis Alberto Portugal Valencia, en su carácter de Director General de Urbanismo la realización de una visita de inspección, a la ciudadana María Paula Huerta Pazco y a la persona moral impetrante de este proceso, respecto del anuncio y su estructura instalado en el inmueble ubicado en calle Grabadores número 222 doscientos veintidós, de la colonia Ciudad Aurora de esta ciudad; correspondiéndole el número de expediente 026/2009-A (cero veintiséis  diagonal dos mil nueve guión A); dejándose citatorio el 3 tres de agosto de este año y realizándose la visita al día siguiente, esto es, el 4 cuatro de agosto, por el inspector facultado Bernardo González Arrona. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Actos del procedimiento que, el apoderado de la actora estima violatorios, pues a su juicio, son violatorios de la garantía de audiencia, al no haberse citado debidamente a la personal moral que representa; así como que la orden de inspección se emitió por autoridad incompetente; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Por cuestión de orden público y de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Este Juzgador, estima que en la presente causa administrativa, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que los actos que se impugnan no afectan de modo alguno, aún los intereses jurídicos de la parte actora, conforme lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . 

Los artículo 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, señalan: . . 


“Artículo 206-A.- Los actos...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el Presidente Municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales..., cuando afecten intereses de los particulares…….”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

“Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tendrán el carácter de actor: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, conforme a lo anterior, para accionar en materia administrativa, debe contarse necesariamente con un interés jurídico al que la doctrina jurídica considera como el derecho subjetivo de carácter administrativo que, reconocido o protegido a favor de un particular, por un precepto jurídico contenido en la ley, resulte afectado con un acto de autoridad. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Completando lo anterior, el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Practica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Cuarta Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la página 48, define el Derecho subjetivo de carácter administrativo como: “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo anterior, se concluye tajantemente que en el proceso administrativo, el interés jurídico constituye un requisito de procedibilidad y que dicho interés se presenta cuando una autoridad administrativa, a través de un acto de carácter administrativo, le depara un perjuicio legal a un particular, afectando un derecho subjetivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, en la presente causa administrativa, se actualiza la causal de improcedencia señalada en el párrafo segundo de este considerando, en razón de que para este Juzgador los actos que se impugnan en éste proceso: la orden de inspección número 026/2009 (cero-dos-seis diagonal dos-cero-cero-nueve), de fecha 15 quince de julio, el citatorio de fecha 3 tres de agosto y el acta de inspección levantada el día 4 cuatro de agosto, todos de este año 2009, dos mil nueve; no causan afectación a los intereses jurídicos de la parte actora, porque dichos actos, en un procedimiento administrativo, por regla general no son impugnables por sí mismos, ya que encuadran dentro de la categoría de instrumentales o procedimentales que sólo sirven para aportar los elementos necesarios para el dictado de una resolución final del procedimiento, en la que se finque o no una responsabilidad; por lo que una vez dictada la resolución, es cuando se presenta el momento de impugnar tanto esa resolución, como la orden de visita y la propia visita de inspección, amén de las irregularidades que el visitado aprecie sobre el modo en que el procedimiento se haya tramitado, así como sobre la legalidad de todos y cada uno de los actos que lo originaron. . . . . .       

Así las cosas, es improcedente el presente proceso, al no verse afectados los intereses jurídicos de la parte actora; toda vez que de las actuaciones y constancias que lo integran, no se desprende o se acredita, fehacientemente por un lado que, los actos impugnados por si solos, le afecten sus bienes o derechos subjetivos y, por el otro lado, que el Director General de Urbanismo de este Municipio haya dictado, dentro del proceso de inspección número 026/2009-A (cero-dos-seis diagonal dos-cero-cero-nueve guión A), resolución alguna mediante la cual le atribuya alguna responsabilidad de carácter administrativo y que como consecuencia de ello, se le aplicara una sanción, con lo que entonces si la persona moral actora podría verse afectada en sus derechos o sus bienes. . . . . . 

No esta por demás agregar que al momento no existe afectación de los intereses jurídicos de la parte actora, toda vez que dentro del proceso de inspección antes mencionado, se podría llegar dictar una resolución en la que no se le impute responsabilidad alguna y, en consecuencia no se le imponga sanción.    

Al caso resulta, en lo conducente, aplicable el criterio del Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenido en la página 12 doce de la publicación intitulada “Criterios 2000-2008” del referido tribunal, el cual es del tenor siguiente:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“ACTOS PROCEDIMENTALES, SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO EN TRATANDOSE DE.- Si bien es cierto, en los artículos 57 y 58 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, no se contempla como causal de improcedencia o sobreseimiento el entablar demanda contra actos que integran el procedimiento administrativo y en su artículo 18, fracción III, sólo se refiere a resoluciones definitivas en materia de responsabilidad administrativa; contra los actos que integran el procedimiento previo a la emisión del acto o resolución administrativas, se puede decretar una u otro con fundamento en el artículo 57, fracción I, de la ley de la Materia, al no afectar los intereses jurídicos del accionante, pues el acto así impugnado, no le ha lesionado aún ningún derecho que inclusive puede serle conferido o reconocido por la resolución que culmine con el procedimiento. (Resolución de 9 de agosto de 2000; Toca 28/00; Recurso de Reclamación promovido por el C. Lic. Andrés Guardado Santoyo).”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo anteriormente expuesto, al quedar demostrado que en la presente causa administrativa, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; resulta procedente sobreseer el presente proceso administrativo, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia antes mencionado. . . . . . 

SÉPTIMO.- En virtud de que se actualiza una causal de improcedencia que trae como consecuencia el que se declare el sobreseimiento del presente proceso administrativo; atendiendo al principio de economía procesal, no se realizará el análisis de la causal de improcedencia hecha valer por las autoridades demandadas, pues su análisis no cambiaría el sentido de esta resolución; asimismo, tampoco se estudiarán los conceptos de impugnación expresados por la actora, pues el sobreseimiento del proceso, impide entrar al estudio del fondo del asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria1 de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

